
El Clan del Golfo, la mayor banda criminal de Colombia, anunció que acepta la invitación del Presidente
Gustavo Petro para llevar a cabo una “negociación jurídica” con la Fiscalía con el objetivo de acabar con sus
negocios ilícitos, lo que luego los llevaría a un diálogo con miras a un acuerdo de paz. 

El grupo armado, que se hace llamar Ejército Gaitanista de Colombia (EGC), dijo en un comunicado que
sus jefes están dispuestos “a negociar las condiciones políticas que permitan las transformaciones sociales
que todos queremos para las regiones en donde hacemos presencia”. 

El Clan del Golfo tiene miles de hombres en varias regiones de Colombia, principalmente en la costa del
Atlántico, el Pacífico, el Urabá y el Catatumbo. Se dedica al tráfico de drogas, a la minería ilegal y el tráfico
de armas y de migrantes por la peligrosa selva del Darién que une a Colombia con Panamá, en la que han
establecido reglas e impuestos para quienes trasladan a los migrantes. 

Esas rentas ilegales les generarían unos 4.400 millones de dólares al año, según fuentes de seguridad
estadounidenses consultadas por
el instituto de investigaciones
International Crisis Group en el
informe “La incógnita de la ‘paz
total’: qué hacer con los gaitanis-
tas”, divulgado ayer. 

El año pasado fracasó un
intento de acercamiento del
gobierno con el Clan del Golfo
tras haber pactado un cese al
fuego bilateral. De concretarse el
inicio de una negociación de paz,
se sumaría a las que el gobierno
tiene con la guerrilla del Ejército
de Liberación Nacional (ELN) y
con el Estado Mayor Central
(EMC), la principal disidencia de
las antiguas FARC.

La mayor banda criminal de Colombia acepta
negociar un acuerdo de paz con Petro

CLAN DEL GOLFO: 

PETRO propuso que el Clan deje sus actividades ilícitas antes de negociar. 
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Cinco helicópteros de la Fuer-
za Aérea, una lancha fluvial arti-
llada y otras dos de la infantería
de marina de la Armada, un bu-
que multipropósito, decenas de
camionetas, otros vehículos te-
rrestres del Ejército, armamento
y un centenar de efectivos mili-
tares completaron ayer el des-
pliegue de las Fuerzas Armadas
en Rosario, la mayor ciudad de la
provincia argentina de Santa Fe,
una tarea ordenada por el go-
bierno federal para apoyar la lu-
cha contra el avance de las ban-
das de narcotráfico que desafían
el poder del Estado. 

El ministro de Defensa, Luis
Petri, y la cúpula del Estado Ma-
yor Conjunto (EMC) encabeza-
ron, junto al gobernador Maxi-
miliano Pullaro, el arribo de
efectivos y pertrechos militares
que se usarán en el contexto del
“Operativo Bandera”, lanzado a
principios de este año y reforza-
do la última semana ante la esca-
lada de muerte y violencia de
parte del crimen organizado ro-
sarino, comentó La Nación. Los
homicidios de dos taxistas, un
chofer de bus y un empleado de
una estación de servicio parali-
zaron la ciudad desde principios
de este mes y fueron seguidos de
una advertencia escrita por par-
te de las bandas criminales que
amenazaron a las principales au-
toridades de la provincia, para
presionar por sus condiciones
carcelarias.

Los efectivos desplegados en
Rosario servirán de operadores
primarios y secundarios de los
vehículos, que servirán para
brindar movilidad y cobertura al

personal de Gendarmería, Pre-
fectura, Policía Federal y Policía
de Seguridad Aeroportuaria que
están en operaciones de satura-
ción en cuatro zonas “rojas” de
la ciudad.

Los helicópteros darán movi-
lidad aérea a las fuerzas de segu-
ridad federales desplegadas en
ocho puntos conflictivos de Ro-

sario. Las naves tienen protec-
ción reforzada ante eventuales
ataques desde tierra y capacidad
para llevar un sistema de ame-
tralladoras, aunque no se confir-
mó si serán instaladas. 

En los próximos días se suma-
rán drones para videovigilancia,
camiones y minibuses para
transporte de personal.

Tras ola de violencia:

Argentina pone en marcha
despliegue de FF.AA.
antinarco en Rosario 
Un centenar de efectivos brindarán apoyo a las fuerzas de seguridad,
desde helicópteros, embarcaciones y por vía terrestre. 

LA NACIÓN/ARGENTINA/GDA y EFE 

LOS EFECTIVOS servirán de apoyo a las fuerzas de seguridad. 
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TRES lanchas y un buque envió la Armada, y cinco helicópteros, la Aviación. 
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CARACAS DEFIENDE las operaciones policiales contra las bandas criminales, pero expertos y medios ponen en duda su eficacia. 
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os datos evidencian que
el crimen organizado ha
tenido avances en el últi-
mo tiempo en América

Latina, con un crecimiento en el
número de bandas, delitos y, so-
bre todo, violencia. El asunto es
menos claro en Venezuela, Cuba
y Nicaragua, los tres regímenes
autoritarios de la región, donde
las escasas, o inexistentes, cifras
oficiales dan cuenta de una situa-
ción mejor de la que muestran los
reportes independientes. 

Venezuela es el que vive la si-
tuación más crítica. Aunque las
cifras de homicidios se han redu-
cido, sigue siendo uno de los paí-
ses más violentos de América La-
tina, con una tasa de 26,8 muertes
por cada 100.000 habitantes en
2023, según el Observatorio Ve-
nezolano de Violencia, una ONG.
Menos dramático parece ser el ca-
so de Nicaragua, donde la ONU
estima la tasa de homicidios en 11
por cada 100.000 habitantes, al
igual que en Cuba.

Las cifras oficiales cuentan otra
historia: la tasa de homicidios en
Venezuela es de 5,2 por cada
100.000 habitantes, la de Nicara-
gua de 7 y en Cuba no hay datos
actuales. Esta opacidad de las ci-
fras oficiales y la diferencia con los
estudios independientes es la tó-
nica que marca todo el tema de la
inseguridad en estos países.

En cuanto a los otros delitos,
una encuesta de Gallup de 2022
reveló que el 40% de los hogares
de Nicaragua reportaron que uno
de sus miembros fue víctima de
robo o asalto en los primeros cua-
tro meses de ese año. El país tam-
bién ha experimentado un incre-
mento de la violencia en el noreste
que, según InSight Crime, se debe
a la presencia del crimen organi-
zado. “Es difícil analizar las ten-
dencias en el crimen organizado
nicaragüense debido a la escasez
de información”, planteó el sitio
especializado.

En Cuba, las cosas son todavía
menos claras. De acuerdo con el
Índice de Paz Global de 2023, la
isla se encuentra entre los países
con nivel medio de paz, en el lu-
gar 99 de 163 países. El gobierno,

ciales y militares en Venezuela,
Nicaragua y Cuba.

Fuerzas de seguridad

Este punto es clave, pues en es-
tos tres países, a diferencia de lo
que ocurre en gobiernos plena-
mente democráticos, el trabajo de
las policías no siempre tiene como
objetivo reducir los niveles de cri-
minalidad.

Venezuela vivió en 2017 las
mayores protestas sociales contra
el chavismo en tres años y orga-
nismos de derechos humanos de-
nunciaron la violencia con que el
gobierno las reprimió. Una situa-
ción similar vivió Nicaragua en
2018, cuando las masivas mani-
festaciones contra el gobierno de
Daniel Ortega terminaron con un
saldo de más de 300 muertos, se-
gún Amnistía Internacional, o en
Cuba tras las protestas de 2021.

Al mismo tiempo, las fuerzas
de seguridad nacionales han sido
usadas por todos estos regímenes
como una herramienta de control
de la oposición, con decenas de
denuncias de arrestos indebidos y
de presos políticos. Esto, según
expertos y medios locales, puede
haber llevado a un aumento de los
delitos, a medida que la policía se
concentra más en el control políti-
co que de seguridad.

“El gobierno de Maduro, la
única política de seguridad que
ha tenido en los últimos tiempos
es la de ‘mano dura’, pero ni si-
quiera con encarcelamiento, sino
que con ejecuciones extrajudicia-
les”, aseguró a este diario Roberto
Briceño-León, director del Obser-
vatorio Venezolano de Violencia,
quien agrega que la falta de trans-
parencia y el trabajo deficiente de
las policías en estos países está le-
jos de ser un problema local.

“Venezuela puede ser un pun-
to ciego en lo que respecta a la cri-
minalidad y al crimen transnacio-
nal porque no hay información,
no hay transparencia. Venezuela
dejó de prestar colaboración con
organismos internacionales dedi-
cados a esto y, al mismo tiempo,
hay sospechas sobre el involucra-
miento de funcionarios del go-
bierno con acciones del crimen
transnacional”, planteó. 

una transición a la democracia”,
manifestó Laura Dib, directora
para Venezuela de WOLA. 

Caracas —que ayer solicitó a
España la extradición de uno de
los integrantes del Tren de Ara-
gua— asegura que la organiza-
ción criminal fue desarticulada
tras la intervención militar de la
cárcel de Tocorón el 20 de sep-
tiembre de 2023, pero hay dudas
respecto de la efectividad de esa
operación y de otras realizadas el
año pasado. “Las operaciones del
2023 no lograron acabar con los
principales líderes criminales que
figuran en la lista de los 10 más
buscados por el gobierno”, asegu-
ra InSight Crime. De todas for-
mas, el gobierno venezolano cree
que el poder del Tren de Aragua
se ha “sobredimensionado” en el
exterior, según dijo ayer el fiscal
general Tarek William Saab.

Por otro lado, hay múltiples de-
nuncias de que bandas criminales
operan junto a funcionarios poli-

do como un sistema de control so-
cial”, dijo a “El Mercurio” Ivan
Briscoe, director del Programa
para América Latina y el Caribe
del Crisis Group, quien destaca
“la falta de transparencia, la falta
de información, una la falta de
rendición de cuentas ante los tri-
bunales”, como un factor que au-
menta la corrupción y, con ella,
los vínculos entre las autoridades
y criminales. “Esto es lo que he-
mos visto en Venezuela”, agrega.

Los especialistas hablan hace
años de la presunta relación entre
el gobierno de Nicolás Maduro y
bandas criminales, especialmente
el Tren de Aragua, cuya expan-
sión a Latinoamérica y Estados
Unidos da cuenta del nivel al que
puede llegar el crimen organiza-
do en un régimen autoritario. “La
implicación de las autoridades ve-
nezolanas en actividades ilícitas y
la profunda corrupción hacen de
esta una situación estructural que
no se abordará a menos que haya

eso no prueba la eficacia de los sis-
temas de seguridad locales.

“Tanto en Nicaragua como en
Cuba, hay una penetración muy
fuerte de los partidos y del Estado
en las comunidades. Esto es bien
conocido en Cuba, donde el siste-
ma de vigilancia de la policía y el
sistema de seguimiento del parti-
do llegan hasta lo más profundo
de la comunidad. En Nicaragua
quizás no sea tan evidente, pero
los sandinistas establecieron un
fuerte movimiento de moviliza-
ción comunitaria (...) que ha usa-

no obstante, niega que haya un
problema real y atribuye la sensa-
ción de inseguridad a una “mayor
visibilidad” de los asesinatos im-
pulsada por “sitios digitales ene-
migos”, como se refiere a los me-
dios independientes. “No hay
más asesinatos en Cuba”, aseguró
el viernes la jefa del Departamen-
to de Investigación de la Direc-
ción de Procesos Penales de la Fis-
calía, Beatriz de la Peña, citada en
el diario oficial Granma, sin ofre-
cer la cifra real de crímenes come-
tidos en el país. 

El Observatorio Cubano de
Auditoría Ciudadana, en tanto,
publicó un informe en 2023 en el
que destaca un aumento respecto
a 2022 del 43% en los homicidios
y de 83% en los robos. 

Vigilancia social

Incluso si las cifras oficiales de
Venezuela, Nicaragua y Cuba son
reales, los expertos plantean que

Expertos cuestionan la seguridad en Venezuela, Nicaragua y Cuba

Dudoso trabajo policial y falta de datos: El crimen
en los regímenes autoritarios de la región
NICOLÁS GARCÍA DE VAL

Los tres países tienen en común la poca transparencia en sus cifras y unas fuerzas de seguridad vinculadas al gobierno.

REPRESIÓN

La fuerte represión

policial a los opositores

es algo que tienen en

común Venezuela,

Nicaragua y Cuba, en

materia de seguridad.
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El Presidente francés, Emmanuel Macron, declaró ayer la
guerra al narcotráfico, contra el que lanzó una macroopera-
ción “sin precedentes” que ya comenzó en Marsella, la ciu-
dad más afectada por las mafias organizadas y que se saldó
con “más de 82 arrestos” y 140.000 euros decomisados.

Con su presencia en la segunda ciudad del país, el Presi-
dente quiso elevar la entidad de este combate al que en las
próximas tres semanas se destinarán 4.000 agentes para
acabar con el peso creciente de las bandas, que se enfren-
tan frecuentemente en una disputa por los puntos de venta.

El Presidente escuchó a los vecinos, que le recordaron
que la presión policial no será suficiente para alejar a los
jóvenes del mundo de las drogas en un barrio agobiado por
los problemas sociales. “Vamos a hacer imposible la vida a
los consumidores”, agregó el Presidente, que señaló que la
guerra será total.

“En Marsella y en otras ciudades del país hemos lanzado
una operación sin precedentes para atacar el tráfico de
drogas, asegurar el orden público y hacer una limpieza a
fondo”, señaló Macron en la red social X poco antes de
llegar a la ciudad mediterránea, la segunda más poblada del
país.

Macron lanza operación antidroga
y declara la guerra al narcotráfico

FRANCIA:

ALERTA DE

SPOILER: La tasa de

homicidios para el

2024 lleva una

tendencia aún más a

la baja”.

NAYIB BUKELE, 

PRESIDENTE DE EL SALVADOR, AL

REACCIONAR, EN LA RED SOCIAL X, A UNA

PUBLICACIÓN DE LA EMPRESA STATISTA,

QUE SITUÓ AL PAÍS CENTROAMERICANO

COMO EL MÁS SEGURO DE

LATINOAMÉRICA EN 2023 TRAS LLEGAR A

SER UNO DE LOS MÁS VIOLENTOS, CON 2,4

ASESINATOS POR CADA 100 MIL

HABITANTES, SEGÚN LOS DATOS

OFICIALES DE LA POLICÍA.

EL SALVADOR:


